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Resumen

No cabe duda que hoy día la memoria de la dictadura
militar (1973-1990) está presente en la vida cotidiana de
Chile más que ningún otro periodo histórico. La razón se
encuentra en los trágicos sucesos que se vivieron duran-
te esos años en materia de derechos humanos. Don Patri-
cio Aylwin, primer presidente electo democráticamente en
tras 17 años de autoritarismo y una figura comprometida
con los derechos humanos, era consciente de la necesi-
dad de investigar la verdad de los crímenes de lesa huma-
nidad ocurridos en Chile. Para ello creó la Comisión Na-
cional de Verdad y Reconciliación, aunque consideró
menester limitar el contenido de su informe con el fin de no
amedrentar a las Fuerzas Armadas, las cuales gozaban
todavía de mucho poder. Asimismo, el apoyo electoral de
los partidos de derecha fue un factor que logró coartar el
contenido del informe de la comisión. En este trabajo se
presentan aquellas cuestiones que más relevancia tuvie-
ron en la conformación de la verdad de la represión, tales
como sus objetivos, sus integrantes y su metodología.

Introducción

La memoria que prevalece hoy día de la represión tiene
su origen en el informe que elaboró la Comisión Nacio-
nal de la Verdad y Reconciliación (CNVR) hace ya más
de 14 años, también conocido como el Informe Rettig.
El hecho de que fuera el propio Estado quien elaboró el
informe dio a esa verdad un fuerte peso legitimador. Pero
esta verdad respondía a una necesidad político-social
que había que solucionar en ese preciso momento, la
reconciliación -tal como indicaba su propio nombre-. La
reconciliación iba a condicionar el mismo contenido de
los informe. De este modo no solo se trataba de dar
respuesta a los reclamos de los familiares de los deteni-
dos desaparecidos, sino que se debía descubrir públi-
camente la verdad de las violaciones a los derechos
humanos para poder cicatrizar así las heridas y mirar
hacia delante en un país basado en el respeto y el reco-
nocimiento del otro dentro de una pluralidad política. Se
buscaba desvincular el presente de la dictadura anterior
para dar confianza y credibilidad de vivir efectivamente
en democracia, y consolidar el nuevo gobierno.

I. La búsqueda del reconocimiento
a partir del nombramiento de los
comisionados

El éxito o fracaso de la CNVR estuvo muy condicionado
a la calidad y la labor de sus integrantes, razón por la
que gran importancia sería el reconocimiento político-
social que iba a tener la comisión, tanto por la izquierda
pero también por la derecha. Y este reconocimiento de-
pendería en buena parte por las personas a las que les
fueran delegada dicha responsabilidad.
Así, Aylwin consideró que debían ser personajes cono-
cidos, al menos en parte, por la ciudadanía. Se tenía que
tratar de profesionales con un prestigio moral y ético, y
si era posible vinculados a la defensa los derechos hu-
manos. Aylwin hizo uso de sus propios asesores para
ver quienes eran las personas más indicadas para ello
aunque en ocasiones no siempre pudieron incluir al can-
didato que le hubiera gustado. Así, de los propios comi-
sionados, según su ideología y prioridades, dependería
buena parte de la verdad obtenida por la comisión. El
Presidente pensó además que era necesario llamar a
individuos de distinta procedencia ideológica para lo-
grar la mayor aceptación social posible de la comisión,
aunque prefirió no incluir víctimas ni miembros de las
FFAA. Según Aylwin:

“Lo más difícil fue designar a los miembros que
constituirían la Comisión. Debían ser personas de
gran prestigio moral, que en lo posible fueran re-
presentativas de las diversas tendencias existen-
tes en la comunidad nacional y merecieran con-
fianza a la opinión pública del país. Había que
buscar no sólo entre los partidarios del nuevo go-
bierno, sino también entre quienes habían colabo-
rado con el régimen militar o sido partidarios su-
yos.”1

Como se señaló anteriormente, el régimen militar chile-
no tenía un alto porcentaje de partidarios hasta la misma
salida de Pinochet del gobierno.2 Esta situación hacía
necesario incluir a colaboradores de Pinochet para que
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el trabajo de la comisión pudiera ser reconocido por
todas las partes.3

En un primer momento el Presidente consideró que un
hombre de la derecha tradicional y perteneciente en esos
momentos al partido Renovación Nacional, Francisco
Bulnes Sanfuentes, era la persona indicada. Sin embar-
go, Bulnes no se sentía cómodo con el cargo propuesto.
Al final Aylwin optó por Raúl Rettig4, presidente del Co-
legio de Abogados durante buena parte de los años 80 y
firme opositor de la dictadura. Tampoco aceptaron for-
mar parte de la comisión Ricardo Rivadeneira, abogado
penalista; Guillermo Pumpin, abogado colaborador del
régimen militar; Enrique Barros, abogado y profesor de
Derecho de la Universidad de Chile; Eugenio Valenzuela,
abogado y ex miembro del Tribunal Constitucional; y el
Cardenal Raúl Silva Henríquez5. Se puede observar que
no resultó fácil encontrar a personas dispuestas a inte-
grar la comisión Según Aylwin: “Me costó muchísimo
encontrar a sus ocho miembros, especialmente en el
ámbito opositor.”6 El resto de los comisionados fueron:
• Jorge Correa Sutil, joven abogado demócrata cris-

tiano al que le fue encargado la secretaría ejecuti-
va de la comisión. Previamente había sido deca-
no de la Facultad de Derecho de la Universidad
Diego Portales y asesor del Ministerio de Justi-
cia.

• José Zalaquett Daher, abogado y firme defensor
de los derechos humanos. Durante el gobierno de
la Unidad Popular había dirigido el departamento
legal encargado de efectuar las expropiaciones
de tierras y era el rector de la Universidad Católi-
ca. Poco después del golpe cofundó el Comité
Pro Paz, antecesor de la Vicaría de la Solidari-
dad. Finalmente fue detenido por unos meses y
expulsado del país. En Inglaterra llegó a conver-
tirse en el presidente de Amnistía Internacional
entre los años 1979 y 1982.

• Laura Novoa Vásquez, abogada que trabajaba en
asuntos de inversiones extranjeras en el gabinete
Julio Philippi, muy vinculado con la derecha chi-
lena. También consejera jurídica de Codelco. Sin
embargo, ella no militaba en ningún partido políti-
co ni en organismos de derechos humanos.

• Mónica Jiménez de la Jara, trabajadora social cer-
cana a la Iglesia Católica y a la Democracia Cris-
tiana. En ese momento era miembro honoraria del
Consejo Superior de la Universidad Católica aun-
que también había sido directora de la Escuela de
Trabajo Social del mismo centro. Ella participó en

la institución “Participa” durante los meses pre-
vios al plebiscito.

• Gonzalo Vial Correa, historiador y antiguo Minis-
tro de Educación durante el régimen militar. Fun-
dador de la revista Qué Pasa en 1971. Su figura
es una de las más controvertidas dentro de la co-
misión por haber sido ministro de la dictadura y
también por su participación en la redacción del
Libro Blanco del Cambio de Gobierno en Chile7.
Sin embargo, Vial mostró al Presidente algunos
de sus posturas ideológicas frente a la CNVR, así
como desacuerdos en varios puntos de su decre-
to de creación.8

• Jaime Castillo Velasco, miembro del Partido De-
mócrata Cristiano del que había sido vicepresi-
dente, había sido Ministro de Justicia durante la
presidencia de Eduardo Frei Montalva. Sufrió el
exilio en dos ocasiones al denunciar al mundo las
violaciones a los derechos humanos que se esta-
ban cometiendo en Chile. Castillo fue el fundador
de la Comisión Chilena de los Derechos Huma-
nos.

• José Luis Cea Egaña, hombre independiente y
profesor de Derecho Constitucional en la Pontificia
Universidad Católica de Chile. Sin experiencia en
temas de derechos humanos.

• Ricardo Martín Díaz, senador designado por
Pinochet. Fue ministro de la Corte Suprema hasta
1971. Profesor de Derecho Procesal de la Pontificia
Universidad Católica de Chile. Martín presidió la
Comisión de Derechos Humanos del Ministerio
del Interior hasta 1989, especialmente para estu-
diar los distintos casos de exilio. Martín estuvo a
punto de renunciar a la comisión en su etapa final.

Este hecho sirvió para que la Comisión fuera aceptada
por la totalidad de los partidos políticos, incluyendo los
de la derecha a pesar de las críticas que hicieron. Se
puede decir igualmente que este factor ayudó a que la
comisión tuviera cierto reconocimiento por la Fuerza
Aérea, si bien esto mismo no ocurrió con las otras ra-
mas de las Fuerzas Armadas, como el Ejército, y la
Marina, además de Carabineros.

II. Los objetivos propuestos de la
Comisión

La Comisión Rettig tuvo las facultades que Aylwin esti-
mó convenientes teniendo en cuenta las propias pecu-
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liaridades de la transición a la democracia y también las
propias características del operativo represor.
El difundir públicamente y de manera oficial la metodo-
logía de la represión tenía la intencionalidad de impulsar
un único pensamiento de los sucesos del pasado, lo que
significaba crear conciencia social. Para conseguirlo, a
parte de procesar a los responsables de las violaciones
a los derechos humanos, tenían que establecerse medi-
das reparatorias. Había que construir una historia de la
represión que fuera aceptada por el conjunto de la ciuda-
danía. Según Mattarollo:

“Establecer la verdad de manera oficial no es lo
mismo que hacerlo en un informe académico o de
una o varias organizaciones no gubernamentales,
por valiosos que éstos puedan ser. El reconoci-
miento oficial de la verdad implica la responsabi-
lidad política y moral del Estado.”9

Ésta resultó una tarea muy compleja fundamentalmente
por la memoria que cada persona tenía del periodo en
base a sus propias experiencias. Por lo tanto, cada indi-
viduo tuvo el deber de rediseñar sus viejos fundamentos
para afrontar el nuevo escenario. Como bien señala
Garretón: “Un país es el modo de enfrentar y proyectar
su pasado. Dicho de otra manera, es en torno a cómo
resolvamos los problemas del pasado que va a definirse
nuestro futuro como comunidad histórico moral.”10

La intencionalidad de las Comisión Rettig en la manera
de abordar el pasado iba a limitar su propia razón de ser.
Es cierto que por primera vez se iba a trabajar desde el
propio Estado para dar respuesta a las demandas ciuda-
danas de contar la verdad de la represión, las cuales
habían estado encabezadas por las víctimas de la repre-
sión y los organismos de derechos humanos.
Sin embargo, los colaboradores y simpatizantes de
Pinochet eran todavía numerosos, y para poder llegar a
una sociedad reconciliada no se podía culpabilizar a
todos ellos de los sucesos cometidos años atrás. Para
poder convivir se debían realizar ciertas concesiones a
ambos bandos sacrificando parte de la verdad, pero más
a favor de los protagonistas de la represión.
Consecuentemente, el Informe Rettig promueve una his-
toria oficial para el conjunto del país, una versión del
pasado que ha logrado imponerse tanto en la academia,
la calle, las escuelas y los medios de comunicación. Se
trata de una verdad dirigida principalmente a la ciudada-
nía, pues no fue aceptada por las Fuerzas Armadas ni
tampoco por la totalidad de los organismos de derechos
humanos, siendo estas curiosamente las principales afec-
tadas en el tema. Ambos sectores fueron críticos con el
contenido del informe, situación que tampoco era de ex-

trañar pues sus aspiraciones no fueron plenamente con-
sideradas.11

Además, resulta importante señalar que otra de las ra-
zones por las cuales se crearon la CNVR nada más salir
los militares del poder estaba en la incapacidad de juz-
gar en ese instante a los perpetradores de las violacio-
nes a los derechos humanos. Es decir, ya que no se
podía hacer justicia los gobiernos tenían la obligación
moral de investigar hasta donde se pudiera llegar para
publicar posteriormente la verdad. Como bien enuncia el
nombre de la propia comisión, su principal objetivo era
el de reconciliar a la sociedad chilena:

“...el Presidente de la República creó esta Comi-
sión Nacional de Verdad y Reconciliación cuyo
objeto ha sido contribuir al esclarecimiento global
de la verdad sobre las más graves violaciones a
los derechos humanos cometidas en los últimos
años, con el fin de colaborar a la reconciliación de
todos los chilenos”.12

El respaldo del que gozaban todavía los militares se
basó fundamentalmente en los resultados económicos,
y además, a diferencia de sus pares argentinos, tampo-
co perdido ninguna guerra. Por lo tanto, como destaca
Funes: “...Comisiones e Informes están atravesados por
el clima de época especialmente por las características
y peculiaridades que, en cada caso y en cada momento,
asumió el proceso de transición a la democracia.”13 Este
hecho hacía que la presión que podían ejercer las Fuer-
zas Armadas en las CNVR estaba favorecida por el apo-
yo social que tenían en ese mismo instante. Aylwin fue
consciente de ello:

“...la opinión pública estaba profundamente divida
respecto a esta materia. Mientras grandes secto-
res de la población (...) reclamaban y esperaban
el esclarecimiento de la verdad y el juzgamiento y
condena de los culpables, otros sectores -...parti-
darios del régimen militar...- no ocultaban su re-
chazo a que se investigara sobre la materia y plan-
teaban que hacerlo era revivir el pasado y generar
un conflicto de impredecibles consecuencias.”14

La CNVR abarcó la totalidad de víctimas con resultado
de muerte producidas durante los años que duró el régi-
men militar. La razón de hacerlo así se debatió en el
seno de la comisión, ante lo cual se llegó a un acuerdo
exponiéndose al Presidente:

“En su primera reunión, hubo un cierto consenso
entre los miembros de la Comisión que sólo se
abocaría a tales casos en la medida que hubiere
habido efectivamente un resultado de muerte. Al
efecto, se tuvo presente que tal interpretación: a)
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Se avenía mejor con el hecho que su competencia
dice solo relación con las más graves violaciones
a los derechos humanos; b) Se compadece con el
breve tiempo que se la asignado; y c) Guarda la
debida correspondencia y armonía con el hecho
que la Comisión sólo conocerá de los casos de
tortura cuado hubieren tenido resultado de muer-
te.”15

En la CNVR no sólo se investigaron los muertos y des-
aparecidos de la oposición, sino también los miembros
de las fuerzas de seguridad asesinados por los grupos
extremistas de resistencia. La intencionalidad de incluir
a la totalidad de las víctimas, fueran del bando que fue-
ran, potenciaba el ideal de reconciliación entre todos los
chilenos.16 Por lo tanto, no se acusaba al régimen militar
del procedimiento de su estrategia antisubversiva, sino
que se condenaba la totalidad de los actos de violencia
producida en aquellos años sin importar su proceden-
cia. Según el Informe de la CNVR:

“...el Decreto consideró las desapariciones de per-
sonas detenidas, las ejecuciones, las torturas con
resultado de muerte cometidas por agentes del
Estado o personas al servicio de éste y los se-
cuestros y atentados contra la vida cometidos por
particulares bajo pretextos políticos”.17

El considerar a los muertos de las fuerzas de seguridad
durante los años del régimen molestó profundamente a
los familiares de detenidos-desaparecidos y de ejecuta-
dos políticos, pero era una medida que el presidente
Aylwin creyó necesarias para lograr la reconciliación.18

Según Frülhing:
“The fact that the Commission also had to report
on terrorist actions committed by individuals
against agents of the state was criticized by some
human rights advocates, who stated that private
crimes should not be equated with violations
committed by agents of the state.”19

Los principios en los que se basó el trabajo de la CNVR
fueron:
a) Establecer un cuadro lo más completo posible so-

bre los graves hechos referidos, sus anteceden-
tes y circunstancias.

b) Reunir antecedentes que permitan individualizar
a sus víctimas y establecer su suerte o paradero.

c) Recomendar las medidas de reparación y reivin-
dicación que crea de justicia; y

d) Recomendar las medidas legales y administrati-
vas que a su juicio deben adoptarse para impedir
o prevenir la comisión de los hechos a que este
artículo se refiere.20

Además de esclarecer el operativo de la represión y
definir las tareas de búsqueda de los desaparecidos se
destacaban como la reparación y justicia eran dos reali-
dades, que junto con la verdad, Aylwin consideró muy
necesarias para poder avanzar en la reconciliación na-
cional.

III. Los límites de la verdad

Una verdad integral podía alterar la vida política de Chile
o incluso amenazar la estabilidad de su recién instaurada
democracia. Entonces, la mejor opción fue lograr una
verdad consensuada, en cuya búsqueda participaran las
distintas partes involucradas cediendo “de alguna ma-
nera, sacrificando una parcela de su visión de la reali-
dad y de sus planteamientos”.21 Y la mejor manera fue
restringirla con el poder que el decreto de creación atri-
buyó a la comisión, pero también el marco jurídico que
les imponía el Derecho en el que operaron:

“The mandates of some past commissions have
been explicit about what abuses they were to
document and investigate, but many provide only
general guidance about the kind of abuse to be
investigate and exactly what cases should be
covered in the investigations. These terms of
reference, (…) can define a commission’s powers,
limit or strengthen its investigative reach, and set
the timeline, subject matter, and geographic scope
of a commission’s investigation, and thus define
the truth that will be documented”.22

El debate giró en torno a la idea de dar o no los nombres
de aquellos militares envueltos en los crímenes que las
comisiones investigaban. Sin embargo, los nombres de
los perpetradores no fueron guardados en secreto mien-
tras la comisión realizaba su labor, pues los organismos
de derechos humanos los conocían ya que estaban re-
gistrados en los testimonios de sobrevivientes que ha-
bían ido recogiendo durante los años de dictadura. A
continuación vemos las dos posturas contrapuestas de
este conflicto. Según Hayner:

“The disagreement is between two contradictory
principles, both of which can be strongly argued
by rights advocates. The first of these is that due
process requires that individuals accused of
crimes be allowed to defend themselves before
being pronounced guilty. Due process is violated
if a commission, which does not represent a court
of law and does not have the same strict procedures,
names individuals responsible for certain cries.
The second principle is that telling the full truth
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requires naming persons responsible for human
rights crimes when there is clear evidence of their
culpability. Naming names is part of the truth-telling
process, and is especially important when the ju-
dicial system does not function well enough to
expect trials”.23

Consecuentemente, el haber puesto los nombres o como
no haberlo hecho resultaba correcto en términos jurídi-
cos. Pero estuvo condicionado a las pretensiones políti-
cas en hacerlo, aunque en el caso de no nombrar a los
implicados se continuó justificando con los contenidos
legales de la comisión.
Asimismo, parte de los límites estuvieron dados por el
propio carácter presidencial de la comisión. Una comi-
sión parlamentaria habría gozado en la práctica mayo-
res capacidades investigadoras. No obstante, Aylwin no
tuvo más remedio que crear este modelo de comisión
dada la enorme cantidad de diputados de derecha, los
cuales se habrían opuesto la labor de la comisión. Se
debe añadir además los límites que imponía la propia
figura del dictador, el cual se mantenía como Comandan-
te en Jefe de las Fuerzas Armadas. Según Soto, verdad
y justicia “eran incompatibles con el pulso que mantenía
con el general Pinochet, por lo que se antepuso a la
verdad y justicia la reconciliación y con ello apareció el
hombre pragmático que impuso la fórmula: Verdad y Jus-
ticia en la medida de lo posible.”24

Un tema interesante que fue igualmente debatido trató
sobre la duración del trabajo de la CNVR. El debate se
centró en si resultaba más eficaces con periodos cortos
o largos. Aylwin optó por un corto mandato frente a la
opinión de los organismos de derechos humanos que
optaban por una duración más larga para abarcar el mayor
número de casos posibles. Según Aylwin: “...la verdad
establecida en el Informe es incompleta, puesto que en
la mayoría de los casos de detenidos desaparecidos y
de ejecutados sin entrega de sus restos a los familiares,
la Comisión no tuvo medios para encontrar su parade-
ro.”25

El principal problema del Presidente era cómo respon-
der de las violaciones a los derechos humanos cometi-
das tras un golpe de Estado que él mismo invocó. Du-
rante la crisis del gobierno de la Unidad Popular, Patri-
cio Aylwin fue uno de los mayores opositores de Salva-
dor Allende, pero también uno de los personajes con
mayor protagonismo político dado el cargo que ocupaba
la presidencia del Partido Demócrata Cristiano.26 Su in-
transigencia y dura oposición favoreció la llegada de los
militares al poder, además de respaldar el golpe de Es-
tado al día siguiente de que este se produjera.27 Aunque

también es cierto que Aylwin nunca pensó en un resulta-
do tan sanguinario como el que se dio con las Fuerzas
Armadas. Por lo tanto, se puede pensar que el compro-
miso de Aylwin en crear la CNVR fue doble: En primer
lugar para responder al llamado de la verdad de buena
parte de la sociedad chilena, y en segundo lugar dada su
responsabilidad en haber incitado, en cierta medida, el
golpe militar. Respecto a este segundo aspecto, Aylwin
optó que Gonzalo Vial redactara el contexto histórico
del informe de la CNVR, para que así se desarrollara en
él la tesis de que el golpe, dada la polarización de la
sociedad chilena, fue un hecho inevitable.
Por otro lado, el presidente se preocupó de condicionar
la verdad, y la mejor herramienta para ello fue hace uso
del derecho. Desde el primer momento definió legalmen-
te, y de manera minuciosa, las atribuciones y criterios
en los que se iba a basar la comisión. El artículo segun-
do del decreto de creación de CNVR estipula que:

“En caso alguno la Comisión podrá asumir funcio-
nes jurisdiccionales propias de los Tribunales de
Justicia ni interferir en procesos pendientes ante
ellos. No podrá, en consecuencia, pronunciarse
sobre la responsabilidad que con arreglo a las
leyes pudiera caber a personas individuales por
los hechos de que halla tomado conocimiento.”28

La CNVR delimitó el marco jurídico en el que iba a ope-
rar, cosa que dejaría clara en su informe en el capítulo
cuyo título fue: normas, conceptos y criterios en que se
han basado las deliberaciones y conclusiones de la co-
misión. Según el informe de la CNVR:

“Dada la importancia y gravedad de lo que se pre-
senta en este Informe, es imperativo que el lector
pueda tener cabal conocimiento de sus fundamen-
tos morales y éticos”.29 Las pautas en las que se
sustentaba la comisión fueron la Declaración Uni-
versal de los derechos humanos, las Leyes de
Guerra o Derecho Internacional Humanitario, y
también se tienen en cuenta otras normas sobre
empleo de la fuerza por parte del Estado. Curiosa-
mente, la CNVR incluyó en el marco de violacio-
nes de los derechos humanos a quienes actuaron
en contra del régimen militar con pretextos políti-
cos, así se intentaba equiparar la responsabilidad
del Estado con las de movimientos de oposición.
Ello formaba parte de la estrategia gubernamental
para alcanzar la reconciliación, es decir,
culpabilizando a cada bando de los hechos
sucedidos. Parece ser que dicha situación con-
tradecía “las propias definiciones y concep-
tualizaciones de la doctrina internacional de dere-
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chos humanos que precisa claramente quienes
son los sujetos que los violan”.30

La comisión no quiso comprometerse en dar una opinión
sobre las responsabilidades en las violaciones a los
derechos humanos que investigaba. Obviamente que su
intención era la de no persuadir a nadie para que tampo-
co fuera incriminada de partidaria e improcedente, pues
según ella:

“...la responsabilidad que, de acuerdo al recto cri-
terio, se puede estimar le cabe al Estado por ac-
tos de sus agentes (o de personas al servicio de
estos) ejecutados en cumplimiento de políticas o
directivas de órganos del Estado (...) La Comisión
deja constancia de que su determinación de res-
ponsabilidad moral es sin perjuicio de otras res-
ponsabilidades del Estado o de individuos que
puedan establecerse por la Justicia o por otros
órganos competentes”.31

La CNVR delegaba de esta forma a la justicia la capaci-
dad de nombrar a los responsables de manera directa y
abierta. Esta era una espinosa tarea que prefirió dejar en
otros organismos para así ahorrarse complicaciones.
Por lo tanto, esto llevó a una verdad innominada32 y
parcial, pues no se dio a conocer un solo nombre de
persona alguna que tuviera el más mínimo vínculo con la
actividad represora. Según Zalaquett, integrante de la
comisión, se trataba de difundir una verdad “global”, que
contara la magnitud de los crímenes, los métodos em-
pleados y un listado de víctimas. No tenía que identificar
a los culpables ni el paradero de los restos de las vícti-
mas, lo que se considera como una verdad pormenorizada
que corresponde a la justicia.33

Como acabamos de ver, la CNVR confiaba a los tribuna-
les la tarea de profundizar en la verdad de la represión al
estimar que estos eran quienes tenían las capacidades
legales de juzgar a los responsables. Este hecho en-
crespó a los organismos de derechos humanos, familia-
res, sobrevivientes, y a un sector importante de la socie-
dad interesado en conocer a los ejecutores de dicha
masacre. Las razones de este grupo se fundamentaban
en la idea de que si no se iba a hacer una justicia real, lo
mínimo que las comisiones debían hacer era difamar
públicamente a los miembros de las fuerzas de seguri-
dad que intervinieron en las violaciones a los derechos
humanos.
Se puede constatar como estos argumentos estaban lle-
nos de contenido, pues la Ley de Amnistía de 1978 im-
puesta por el Decreto Ley nº 2.191, imposibilitaba cual-
quier tipo de procesamiento judicial de los militares que
participaron en la contrainsurgencia, aunque por lo me-

nos quedaban en la posibilidad de procesar a los miem-
bros de las fuerzas de seguridad que estuvieran
involucrados en tareas represivas después de 1978. Sin
embargo, desde entonces se debe constatar que: 1) des-
de ese año las masacres fueron más puntuales, 2) mu-
chas de las víctimas cayeron en enfrentamientos calle-
jeros a partir de la táctica que Moulian denomina con el
término “baleo”, lo que imposibilitaba saber con certeza
la persona responsable de esos asesinatos.34 Aunque
bien es cierto que todavía se cometieron grandes críme-
nes como en la Operación Albania o en el caso de los
degollados, por citar algunos ejemplos. De todas for-
mas, con la ley de Amnistía quedaban impunes los
ejecutores de más del 82% de los crímenes cometidos
durante todo el régimen militar. Como aparece en el pro-
pio Informe de la CNVR:

“En tal virtud, ese Decreto Ley concedió amnistía
a los autores, cómplices o encubridores de he-
chos delictuosos ocurridos durante la vigencia del
Estado de sitio, entre el 11 de septiembre de 1973
y el 10 de marzo de 1978, siempre que no se en-
contraran sometidos a proceso o condenados a la
fecha de entrar él en vigencia”.35

De esta manera, encontramos una contradicción en la
Comisión. Por un lado declara que únicamente los tribu-
nales de justicia tienen la capacidad de nombrar a los
culpables de los sucesos que ella misma relata, pero al
mismo tiempo insiste en la imposibilidad de juzgar a
estas personas por la vigencia de la ley de Amnistía.
Entonces, resultó imposible conocer con certeza a los
ejecutores de la dura represión. La sociedad chilena se
enteró que el gobierno militar había cometido gravísimos
abusos a miles de ciudadanos, pero se trataba de una
verdad a medias ya que se le negó conocer los autores
de todo ello.
Dentro de la CNVR el aspecto más significativo fue sa-
ber cual iba a ser su tema central de investigación. En
Chile se estudiaron los métodos utilizados para aniqui-
lar la subversión en todas sus facetas, que iban desde la
detención ilegal, el secuestro, la tortura, el crimen y la
desaparición del cadáver. Por lo tanto iban a ser estu-
diados todos los casos de muerte, tales como ejecucio-
nes oficiales, personas desaparecidas, tortura con re-
sultado de defunción, y hasta los suicidios de detenidos.
Claramente podemos observar como la CNVR tenía una
cierta claridad de los casos que iban a estudiar:

“Para estos efectos se entenderá por graves vio-
laciones las situaciones de detenidos desapare-
cidos, ejecutados y torturados con el resultado de
muerte, en que aparezca comprometida la res-
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ponsabilidad moral del Estado por actos de sus
agentes o de personas a su servicio, como asi-
mismo los secuestros y los atentados contra la
vida de personas cometidos por particulares bajo
pretextos políticos.”36

La CNVR decidió dejar de lado los casos de individuos
que a pesar de haber sufrido todas las fases que llevaba
la represión como detención clandestina, torturas y vio-
laciones, habían logrado sobrevivir. De la misma mane-
ra tampoco se consideró la prisión política ni el exilio
como procedimiento de librar al país de aquellas perso-
nas a las que se denominaban un peligro nacional, ni las
consecuencias que aquello tuvo para los que eran ex-
pulsados o para sus familiares. Por el conjunto de as-
pectos que no fueron abordados por la comisión se pue-
de constatar que se trataba de una verdad a medias,
pues faltaban por analizar y relatar muchos otras carac-
terísticas que la represión política tuvo en Chile. Según
el decreto de la CNVR:

“Que para satisfacer sus objetivos, la tarea de
esas personas han de cumplirse en un lapso rela-
tivamente breve (...) de manera de proporcionar al
país un cuadro global sobre los hechos que más
gravemente han afectado la convivencia nacio-
nal”.37

Así, parecía que Aylwin tenía prisa en acabar esta tarea
que recién estaba empezando. La verdad incomodaba
tanto a militares como a políticos, solo que estos últimos
debían corresponder a la ciudadanía que los eligió. Igual-
mente, hay quienes pueden interpretarlo como una falta
de interés profundo y de compromiso por la verdad. Aun-
que haber realizado un trabajo más en profundidad que
abarcara todos los campos de la represión pudo haber
sido una aventura demasiado ambiciosa para aquel en-
tonces.
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Resumen

Texto de sistematización, reflexión y socialización del tra-
bajo colectivo de visualizar la memoria social y política de
hombres y mujeres ex prisioneros/as políticos. Conversa-
ción que cuenta sobre las dinámicas que hicieron posible
la coordinación entre al Agrupación Metropolitana de ex
Presas y Presos Políticos, y el Archivo Etnográfico
Audiovisual de la Universidad de Chile. Importándonos
relevar el carácter de las metodologías de trabajo respec-
to de los dos segmentos audiovisuales trabajados, ya que
estarían dando cuenta no sólo de una epistemología res-
pecto a la creación de este tipo de documentos sino que
también implica una ética de trabajo que nos vincula como
investigadores al esfuerzo colectivo por aportar a la re-
presentación y comprensión del pasado traumático
dictatoral.
Palabras Claves: Trabajos de Memoria, Terrorismo de
Estado, Trauma Psicosocial, Postdictadura.

Algunos pasos hacia el trabajo
audiovisual de memoria

En lo que sigue nos importa reflexionar y aportar con
ello a la discusión de las interrogantes que nos recorren
en relación a nuestro rol en el trabajo de construcción de
memoria social y política, queriendo dar cuenta con esto
del trabajo de registro audiovisual de testimonios de pri-
sión y tortura políticas de ex prisioneras y prisioneros
políticos que venimos realizando desde Mayo del año
2004 junto miembros de la “Agrupación Metropolitana de
Ex Presos y Presas Políticos”. Nuestra motivación ini-
cial surge del interés político-social de apoyar el trabajo
de rescate y visualización de la memoria histórica ejer-
cido por la Agrupación Metropolitana de Ex Presas y
Presos Políticos en el contexto de sus luchas por avan-


